INTERVENCIÓN VOLUNTARIA - Denuncia de daño temido

Exma. Cámara:





ALICIA BEATRIZ PIERINI, en mi carácter de Defensora del Pueblo de la Ciudad de Buenos Aires, constituyendo domicilio procesal en la sede de la Defensoría del Pueblo sita en la calle República Bolivariana de Venezuela 842 (ZONA 1), conjuntamente con sus letrados patrocinantes Dra. María Sol Blasco, T° 95 F° 336 CPACF, el Dr. Osvaldo Alejandro Grossman, Tº 46 Fº 424 CPACF y la Dra. Susana Lilián Ayala Ferraro, T° 2, F° 187, CPACF, en los autos caratulados “FRONDIZI, MARCELO H Y OTROS C/GCBA S/ MEDIDA CAUTELAR AUTÓNOMA” (Expte.  G17-2013-1), a V.E. me presento en los términos del artículo 84 inc. 2° del Código del Rito y digo:





I.- PERSONERÍA





Conforme el artículo 137 de la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires, y lo normado por el artículo 2 de la Ley Nº 3 de la Ciudad de Buenos Aires, es misión de la Defensoría del Pueblo “...la protección y promoción de los derechos humanos y demás derechos e intereses individuales, colectivos y difusos tutelados en la Constitución Nacional, las leyes y esta Constitución, frente a los actos, hechos u omisiones de la administración o de prestadores de servicios públicos”.





El Defensor/a del Pueblo de la Ciudad de Buenos Aires está autorizado para interponer esta acción conforme surge del mencionado artículo 137 de la Constitución de la Ciudad y del art. 13 inciso h de la citada Ley Nº 3
 y por Resolución nº 668 del 12/02/2009 la Legislatura de la Ciudad de Buenos Aires me designó para el cargo de Defensora del Pueblo de la Ciudad de Buenos Aires (se acompaña copia).





II.- OBJETO





Que vengo a interponer denuncia de daño temido en los términos del artículo 2.499 del Código Civil, la ley nacional de residuos peligrosos (ley 24.051) y la ley 2214 de la CABA que a semejanza de la norma nacional incluye el asbesto (polvo y fibra) como residuo peligroso (punto Y 36 del Anexo I). Asimismo, la ley local en su artículo 4° establece que toda actividad que involucre manipulación, tratamiento, transporte y/o disposición final de residuos peligrosos debe cumplir con el procedimiento administrativo de evaluación de impacto ambiental.





Que a tal efecto en mérito a lo expuesto en el Punto III, solicito a VE ordene al GCBA proceda a la disposición de los residuos peligrosos conforme a las normas que rigen la cuestión.





El mantenimiento de las condiciones fácticas en que se encuentra el material peligroso pone en grave peligro la salud y la vida de los pacientes internados, como la de los trabajadores de la salud y de la población en general, por lo que solicito, hasta tanto se proceda a la disposición final de los residuos peligrosos, se ordene al GCBA se adopten las medidas necesarias para que el material removido quede debidamente protegido evitando el desprendimiento y que el material a desechar quede expuesto en el ámbito de la demolición.





Téngase presente que en el caso se encuentra afectado uno de los derechos más relevantes, como es el derecho a la salud y al ambiente sano que hace a la dignidad de las personas. 





III.- HECHOS




Que la existencia de asbesto es de público y notorio conocimiento atento las declaraciones de los distintos funcionarios del Poder Ejecutivo de la CABA. Asimismo, la existencia de asbesto en los materiales constructivos del demolido “Taller Protegido N° 19 de Rehabilitación en Salud Mental” se encuentra acreditada en estos actuados, conforme lo manifestado por el señor Procurador General Dr. Julio Conte Grand, quien señaló que “…que las placas que se encuentran en el techo tiene asbesto, altamente tóxico, el entrepiso no guarda las medidas de seguridad. Se accede al sótano y técnicamente al ser inundable potencia el efecto tóxico del asbesto” (ver fs. 185).





Que tampoco está en discusión que el asbesto tiene efectos nocivos: su condición de residuo peligroso tiene base legal expresa (punto Y 36 del Anexo I de la ley local).  





En este sentido es dable destacar que en la inspección ocular en la zona afectada por las tareas de demolición, realizada por funcionarios de esta Defensoría del Pueblo el día 26 de abril del corriente, no se observó el cumplimiento de medidas apropiadas en la remoción, manipulación, almacenamiento, transporte y/o tratamiento del asbesto en cuestión.





Que VE dictó el 26/04/2013 sentencia interlocutoria ordenando “...reiterar lo dispuesto por este tribunal con fecha 28 de diciembre de 2012 en el sentido de que debe mantenerse la suspensión del decreto 121/12 hasta tanto esta sala se expida respecto del recurso de apelación interpuesto contra la resolución dictada en estos actuados el 19 de febrero de 2013 en la cual la magistrada de grado dispuso el levantamiento de aquella medida cautelar“.





Por lo expuesto, solicito a VE que, a fin de evitar los graves daños a la salud y al medio ambiente, precise la medida cautelar reseñada ut supra, exclusivamente respecto de esta cuestión, ordenando al GCBA disponga lo necesario para que la remoción, manipulación, almacenamiento, tratamiento, transporte y disposición final de los residuos peligrosos (asbesto en su forma de polvo y/o fibra) sea efectuada de forma segura adoptando todas las medidas de prevención necesarias, tanto respecto de los trabajadores a cargo de la obra de remoción, trabajadores de la salud y pacientes, evitando que como consecuencia de la manipulación del residuo, éste se expanda y afecte el ambiente. 





Solicito, asimismo, que las tareas de fiscalización y/o cualquier otra medida de prevención que se adopte o deba adoptarse respecto del área demolida que ocuparan las viejas instalaciones del Taller Protegido nº 19 y/o del interior del Hospital Borda y/o de las zonas linderas a las cuales los pacientes tengan libre acceso, sean ordenadas al GCBA con expresa prohibición de intervención de la Policía Metropolitana (PM).





IV.- PRUEBA





Se acompaña la siguiente prueba documental:





1) Copia de la Nota N° 65/2007 glosada a fs. 29 a 37 en los autos “asociación Argentina de Expuestos al amianto asarea c/ gcba s/ amparo expte. 25906/02” que tramitara por ante el Juzgado de 1° Instancia CAyT N° 3.





2) Copia del Informe pericial técnico glosado a fs. 164 a 182  y su ampliación  de fs. 338 a 350 en los autos “asociación Argentina de Expuestos al amianto asarea c/ gcba s/ amparo expte. 25906/02” que tramitara por ante el Juzgado de 1° Instancia CA yT N° 3.





Para el supuesto de desconocimiento de la documental acompañada se solicite “ad effectum videndi et probandi” al Juzgado de 1° Instancia CAyT N° 3 los autos caratulados “asociación Argentina de Expuestos al amianto asarea c/ gcba s/ amparo expte. 25906/02.




V.- AUTORIZA





Que autorizo a compulsar el presente a la Dra. Carolina Arias T° 89 F°636 CPACF y/o Dra. Camila Carril T°109 F° 760 en forma indistinta, a quienes también se los autoriza a la presentación y desglose de escritos y comprobantes, en especial, peritajes, mandamientos, oficios y/o exhortos, testimonios, como asimismo a obtener fotocopias y al diligenciamiento de cédulas libradas bajo el régimen de la ley 22.172, y demás documentos que fuera menester. 





VI.- PETITORIO

a) Se tenga por presentada la denuncia de daño temido y se me tenga por parte en los términos del artículo 84 inc. 2° del Código CA y T, y el domicilio procesal constituido.

b) Se tenga presente la autorización conferida.

c) Se ordene dar cumplimiento a la medida solicitada con los alcances peticionados.





Proveer de conformidad, que 

SERÁ JUSTICIA 

OSVALDO ALEJANDRO GROSSMAN

                    ABOGADO

             T° 46 F° 424  CPACF 

� “Para el cumplimiento de sus funciones el Defensor o Defensora del Pueblo de la Ciudad de Buenos Aires tendrá las siguientes atribuciones: (…) h) Promover acciones administrativas y judiciales en todos los fueros, inclusive el federal”.
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